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Este capítulo cuestiona la importancia de definir 
la participación en la política territorial como pri-
mer mecanismo de cualquier proceso participativo. 
Igualmente, se identifican procedimientos insti-
tucionales top-down (de arriba abajo), así como 
diversos repertorios de acción independientes lo-
calizados en Bogotá, y más particularmente en los 
activismos ciudadanos de las áreas de borde urba-
no, rural y ambiental. Estas áreas de borde suelen 
estar condicionadas por conflictos de intereses y 
de usos del suelo entre las políticas desarrollistas 
(urbanísticas, agroindustriales o extractivistas) y 
las de protección medioambiental y ecosistémica, 
que tienen impactos en la escala humana y en la 
cotidianidad barrial. Este trabajo tiene una consi-
deración especial en la disciplina de la arquitectura 
y el urbanismo.
La política territorial se entiende como aquella en 
la que las personas forman parte de ella en calidad 
de ciudadanos, y no limitada a la cultura urbanís-
tica definida de forma vertical desde los poderes 
públicos. Así mismo, este concepto implica la con-
sideración espacial del fenómeno político donde 
confluyen distintas categorías: escalas, actores, pro-
cesos y alcances diversos.
La sistematización de estas categorías en tablas (ver 
anexo 1) presenta la articulación entre la teoría ex-
puesta, los ejemplos prácticos y la elaboración de una 
caja de herramientas26 para la participación posible 
en política territorial desde la arquitectura y traba-
jar con las comunidades y movimientos sociales, es 
decir, desde una perspectiva bottom-up (de abajo 
arriba). La formulación de la caja de herramientas 
no pretende ser una receta cerrada, sino un instru-
mento de dinamización que pueda complementarse 
en cada proceso según sus singularidades. Está cen-
trada en las dinámicas en las que el arquitecto puede 
funcionar como un facilitador de procesos participa-
tivos con implicación espacial directa, arquitectónica 
o urbanísticamente.
Por consiguiente, en este capítulo se discuten los si-
guientes interrogantes: ¿Qué se quiere decir cuando 
se habla de participación?, ¿qué categorizaciones o 
26 La elaboración de esta caja de herramientas se hace con base en el trabajo de campo 
desarrollado desde el 2010, por el colectivo Arquitectura Expandida.
Figura 29.
Vista del paisaje de borde desde Altos del Zuque hacia el sur, San Cristóbal, y al fondo el Parque 
Entrenubes. Cerros orientales de Bogotá. 
Fuente: archivo de Harold Guyaux (2016).
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dimensiones son oportunas, especialmente en áreas 
de borde de ciudad (figura 29), en el marco de la 
arquitectura y el urbanismo? y ¿qué instrumentos 
prácticos se pueden diseñar para facilitar procesos 
participativos de abajo arriba desde la disciplina?
Conceptos y matices de la participación 
ciudadana en política urbana
Son múltiples los conceptos de participación, así 
que no se pretende dar una definición de recetario. 
Sin embargo, Torres Carrillo (2011) plantea una 
explicación de interés que recoge muchos de los 
códigos históricos relacionados con la participa-
ción propios del contexto local y regional:
la participación siempre posee un sentido po-
lítico y se justifica en las asimétricas relaciones 
de poder de nuestras sociedades que subordinan 
o excluyen de las decisiones públicas a amplios 
sectores de la población [...] es un proceso, una 
práctica social -no solo un acto, un instrumento, 
un procedimiento- en el que intervienen acto-
res individuales y colectivos, quienes desde sus 
particulares motivaciones, intereses y opiniones, 
buscan incidir en decisiones frente a la resolu-
ción de problemas compartidos referidos a dife-
rentes aspectos de la vida colectiva. (p. 225)
Si la participación en política urbana se conside-
ra como un mecanismo de relación socio-institu-
cional, se puede retornar a la exitosa escalera que 
propuso Arnstein (1969) para identificar distintas 
jerarquías en el grado de implicación de la ciudada-
nía en el proceso, sin pretender definir uno u otro 
nivel como el más adecuado, que posiblemente sea 
aquel en el que la población participante sienta 
cumplidas sus expectativas y necesidades.
La escalera tiene ocho niveles que se pueden con-
gregar en tres grupos:27
1. La no participación: en la que se encuentran la 
manipulación y la terapia; se pretende educar a 
las poblaciones y tratar sus ‘patologías urbanas’ 
como las únicas razones de las problemáticas 
territoriales. El objetivo es el de conseguir el 
apoyo a través de técnicas cercanas al mar-
keting para un plan cerrado que se presenta 
como la mejor posibilidad.
2. La cooperación simbólica: en la que se encuen-
tran ‘la información’, fase necesaria pero insu-
ficiente, ya que privilegia la comunicación en 
un solo sentido; ‘la consulta’, también insufi-
ciente, puesto que en general no tiene carác-
ter vinculante, y ‘la cogestión’, que permite la 
retroalimentación de los participantes, pero 
deja en manos de los que tienen el poder la 
capacidad de decidir si las aportaciones son 
pertinentes, factibles o legítimas.
Poder efectivo ciudadano: en el que se encuentran ‘la 
asociación o alianza’, basada en una redistribu-
ción del poder entre quien lo ostenta y los ciu-
dadanos, se suele materializar en la formación 
de comités que se vuelven responsables de la 
toma de decisiones o de planificación de ope-
raciones; ‘la delegación de poder’, similar a la 
categoría anterior, pero en la que los ciudadanos 
27  Estos análisis se han sacado a través de fuentes secundarias que han analizado la propues-
ta de Arnstein (1969), y se destacan los trabajo de Epstein y Donzelot (2006) y Díaz García 
(2015).
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son mayoría o tienen capacidad de veto, si-
tuación que les confiere una autoridad real, 
así como la obligación de dar cuentas públi-
camente acerca de todo lo que concierne con 
el programa; ‘el control ciudadano’, en el que 
todas las tareas de concepción, planificación y 
dirección dependen directamente de los ciu-
dadanos sin intermediarios (figura 30).
Autoras como Schneider y Welp (2011) han ca-
tegorizado los mecanismos de la participación so-
cio-institucional en función de: 1) qué sujeto es el 
que participa (ciudadano, asociaciones de vecinos, 
electos o movimientos ciudadanos); 2) a través de 
qué mecanismo se establece la participación (abier-
to, voluntario, con registro previo, electo por ciuda-
danos o nombrado por el gobierno); 3) qué tipo 
de participación se contempla (pasiva, consultiva, 
deliberativa, decisoria), y 4) cuál es el origen del 
proceso de diálogo que varía entre los altamente 
institucionalizados (que dependen de la voluntad 
política del Gobierno u órgano legislativo) o los 
que pueden ser convocados por la propia ciuda-
danía. Pero no todos los procesos de participación 
ciudadana se dan en el marco de las relaciones so-
cio-institucionales.
Algunos autores, como Jacobs (1973), han expues-
to que el éxito de los barrios está relacionado con 
las formas de organización vecinal:
Nuestros fracasos en los barrios urbanos son 
fracasos en la creación de autogobiernos loca-
les. Y nuestros éxitos, son éxitos de autogobier-
nos locales. Empleo la palabra autogobierno 
en su sentido más amplio, significando tanto 
la autogestión formal de la sociedad como la 
informal. (p. 145)
Las dos autogestiones se definen así: la formal, la 
que Schneider y Welp (2011) llaman la participa-
ción ciudadana institucional, se basa en los códigos, 
los procedimientos y las agendas marcadas por la 
institución, y la informal, relacionada con proce-
sos independientes que se hacen viables a través de 
mecanismos y repertorios de acción diversos, en 
muchos casos apropiaciones espaciales directas y 
de carácter táctico.
Figura 30. 
Descripción gráfica de las escalas de participación de Arnstein (1969). 
Fuente: elaboración propia a partir del original (2018).
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La apropiación directa y colectiva del espacio ur-
bano es una de las características fundamentales 
del derecho a la ciudad de Lefebvre (1968), que 
entiende que la utopía experimental se construye a 
través de prototipos, de prueba y error y de acuerdos 
ciudadanos construidos ad hoc, y no homogeneiza-
dos a través de la imposición de arriba abajo del 
diálogo. El derecho a la ciudad es también anta-
gonista, como reacción a prácticas de desposesión, 
privatización, control o especulación del entorno 
urbano, por lo que puede llevar a identificarse no 
solo con procesos independientes, sino también 
contrahegemónicos.
La diferencia entre estas dos formas de concebir 
la participación tiene profundas raíces culturales, 
incluso en la propia concepción del modelo demo-
crático de un país, en la que existen variaciones im-
portantes en la significación cultural y política de 
la participación y el empoderamiento. Este último 
es uno de los principales objetivos que se encuen-
tran en cualquier iniciativa de participación, pero 
también, uno de los conceptos que provoca gran-
des confusiones. Talpin (2013), con base en una 
investigación que hizo en Estados Unidos, analiza 
dos enfoques de la participación comunitaria, y 
que son divergentes respecto al empoderamiento: 
el Community Development (desarrollo comuni-
tario), relacionado con la subvención a programas 
diseñados de arriba abajo; se trata de un tipo de 
organización muy institucionalizada que responde 
a licitaciones diseñadas sobre líneas de políticas 
estratégicas que ya vienen dadas, y la Community 
Organizing (organización comunitaria), basada en 
la idea de reunir a todos los interesados alrededor 
de una mesa para discutir y generar espacios de 
control ciudadano, y también de contrapoder.
En la Community Organizing se entiende que 
siempre hay una relación de conflicto con las 
instituciones y los políticos, no obstante, esto no 
significa que, en un segundo momento, estas or-
ganizaciones no puedan entrar en una dinámica 
más colaborativa. Desde este punto de vista las 
organizaciones comunitarias buscan distinguir-
se de los movimientos sociales, a quienes les 
reprochan su falta de pragmatismo y sobre todo 
la falta de reivindicaciones concretas y ganables. 
Entre conflicto y cooperación, estas consideran 
que la institucionalización solo puede ser desfa-
vorable [...] así, las instancias de participación y 
de negociación deben ser siempre temporales. 
(Talpin, 2013, p. 6)
Los repertorios de acción de la participación in-
dependiente o contrahegemónica dependen de 
los propios recursos organizacionales, así como de 
sus marcos culturales y simbólicos, pero se puede 
reconocer que están generalmente relacionados 
con las apropiaciones espaciales in situ, con alto 
contenido cultural y pedagógico, que puede incluir 
ciertas modificaciones espaciales —como la auto-
construcción de espacios, de huertas comunitarias 
o los encuentros en recorridos y jornadas de rena-
turalización—. Cuando los conflictos de paisaje de 
borde implican una relación antagónica de poderes 
fácticos, hay acciones de visibilización, de lobby, de 
comunicación simbólica a través de redes sociales 
y otros medios de comunicación; articulaciones en 
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red con academia o con otros colectivos; acciones 
jurídicas de defensa de derechos ambientales, en-
tendidos como bienes comunes, o la manifestación 
y la revuelta urbana, como expresión más clara y 
extrema de la confrontación con el poder público 
por parte de movimientos sociales y comunidades.
La dimensión táctica de la participación indepen-
diente también fue abordada por Lefebvre (1971), 
que hace referencia a la condición dialéctica entre 
el medio y el fin, lo parcial y global, y enuncia que 
la táctica es inválida sin la estrategia, pero que es 
desvirtuada por ineficiente. En esa misma vía, la 
tesis del particularismo militante de Harvey (2005) 
sostiene que todas las políticas tienen su origen en 
el desarrollo colectivo de una visión política de-
terminada, por parte de personas determinadas en 
lugares y momentos determinados. La cuestión es 
cómo y cuándo estos particularismos son lo sufi-
cientemente coherentes para saltar de escala, dado 
que en general los impactos de los activismos lo-
cales han sido limitados y han planteado cuestio-
namientos en torno a la eficacia de sus actividades 
para cambiar algo que no sean sus propias condi-
ciones inmediatas.
Participación en arquitectura y urbanismo
Para definir las particularidades de la participación 
en proyectos de carácter arquitectónico o urbanís-
tico, se debería cuestionar la pertinencia y la fle-
xibilidad de los límites disciplinares, que sin duda 
es un tema demasiado amplio para los alcances de 
este texto. En consecuencia, el trabajo se enfoca en 
aquellos procesos de diálogo susceptibles de una 
evidencia espacial directa. Esto permite un acer-
camiento a disciplinas como la geografía, la so-
ciología, la ecología, la etnografía, la antropología, 
el arte público y la economía urbana, o, al menos, 
despertar el interés en muchos de los objetos de 
estudio de estas áreas de conocimiento.
La explosión de estas inquietudes se dio en los 
años sesenta cuando se destaparon la profunda de-
bilidad y las serias lagunas en las teorías y las prác-
ticas urbanas que se habían desarrollado durante 
el siglo anterior, cuando el orden urbano moderno 
empezó a descomponerse en las calles de los Ánge-
les, Nueva York, París o México D.F (Soja, 2014). 
Las grandes migraciones del campo a la ciudad, la 
segregación espacial, la pobreza urbana, las cam-
biantes relaciones entre el trabajo y la gestión; la 
comercialización, el consumo y capitalización de 
lo urbano y el surgimiento de nuevos movimien-
tos sociales marcaron el primer momento clave 
de la crisis urbana a escala global. Autores como 
Lefebvre (1968) (1971), Castells (1972) y Harvey 
(1973) analizaron y cuestionaron los mecanismos y 
los agentes urbanos que se ponían en juego. Jacobs 
(1973) invita a aterrizar muchos de estos cuestio-
namientos con base en la observación y el análisis 
críticos ‘a pie de calle’.
En América Latina se produce en estas mismas 
décadas una amplia corriente en la que confluye 
la educación popular, la teoría de la liberación, la 
comunicación alternativa o la investigación-acción 
participativa. Si bien estas tendencias no tienen 
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un enfoque esencialmente urbano, sí plantean una 
perspectiva crítica desde las profundas asimetrías 
sociales que caracterizan la región, con un alto 
interés en la materialización espacial de estas re-
laciones desiguales en el territorio. Autores como 
Freire (1970) o Fals-Borda (1987) son referentes 
y origen de aproximaciones metodológicas en 
torno a la liberación individual y colectiva de los 
mecanismos sociales y políticos de opresión. Otros 
autores de la región y desde otras disciplinas mues-
tran una estructura económica urbana que permite 
entender desde una perspectiva más amplia aspec-
tos urbanos propios de la ciudad latinoamericana, 
se puede hacer referencia, por ejemplo, a los dos 
circuitos de la economía de Milton Santos (1996): 
el superior-formal y el inferior-informal, que pue-
den ser comparados con los mecanismos, agentes 
y procesos de la urbanización formal e informal, 
respectivamente.
Esto abre un panorama casi infinito de los alcan-
ces disciplinares de la participación, que desde la 
arquitectura y el urbanismo se han centrado en 
1) criterios programáticos o compositivos, como 
los trabajos de participación a través de los len-
guajes de patrones de Alexander, Ishikawa y Sil-
verstein (1980), los instrumentos de la identidad 
urbana según Lynch (1985) o los catálogos de 
metodologías participativas que se encuentran en 
los trabajos de Romero y Mesías (2004) y Ospi-
na (1987); 2) criterios de alto contenido técnico, 
especialmente en los múltiples trabajos de acom-
pañamiento en situaciones de autoconstrucción 
o incluso de mitigación de riesgo de derrumbes o 
de inundación; 3) criterios organizativos, como 
los proyectos desarrollados a través de Cooperati-
vas de Vivienda por Ayuda Mutua del Uruguay o 
los movimientos sociales vecinales analizados por 
Castells (1986) en el Madrid de los años setenta y 
4) proyectos que no implican necesariamente una 
participación inicial para su diseño o construcción, 
pero que sí contemplan la autogestión posterior, por 
ejemplo, en las tipologías de viviendas semillas que 
son diseñadas previendo la adición posterior de fa-
ses constructivas (García-Huidobro et al. 2008); o 
en programas de gestión comunitaria y de proximi-
dad de equipamientos y espacios públicos, como el 
implementado en Barcelona a través de sus centros 
cívicos, desde los años ochenta.
Hoy día a las crisis urbanas propias del siglo xx se 
le unen los conflictos territoriales contemporáneos 
relacionados con el desarrollo urbano sostenible, 
así como la adaptabilidad y mitigación del cambio 
climático. Estas reivindicaciones están especial-
mente presentes en los contextos de borde urbano 
rural, donde se encuentran dinámicas relacionadas 
como la gestión de los riesgos naturales, la protec-
ción ambiental de áreas periurbanas o la provisión 
de servicios ecosistémicos, como el agua.
La participación institucional en política urbana 
en Bogotá
Cuando las instituciones hacen referencia a meca-
nismos de participación en política pública, gene-
ralmente aluden a los mecanismos administrativos 
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y jurídicos de la participación representativa y 
semirrepresentativa. Las herramientas de las que 
se disponen pueden ser difíciles de entender o 
desconocidas por la ciudadanía, y sus alcances y 
mecanismos dependen directamente de factores 
como la demanda ciudadana, la voluntad política, 
la relación de oposición o alineamiento entre go-
bierno local y distrital y la fragmentación o pola-
rización del sistema de partidos.
En Colombia, la promoción de la participación 
ciudadana institucional estuvo vinculada a un 
proceso de descentralización política y a una cri-
sis de la democracia representativa que se eviden-
cia en la Constitución de 1991, y que ancla sus 
raíces en las fuertes movilizaciones ciudadanas 
ocurridas en aquellos años. Entre 1971 y 1985 se 
registraron 200 paros cívicos que implicaron la 
parálisis total o parcial de los principales centros 
urbanos del país, y cerca del 60 % se relacionaron 
con problemas de distribución de los servicios y 
políticas básicas Collins y Velázquez, (Citados 
por Schneider y Welp, 2011).
La nueva Constitución reconoce que el Estado no 
es el único que puede emprender acciones colec-
tivas, y da origen a la planeación participativa en 
el artículo 339. Con el artículo 340 se crea el Sis-
tema Nacional de Planeación, del que hacen parte 
el Consejo Nacional y los Consejos Territoriales 
de Planeación. Los objetivos son ampliar la repre-
sentación social, mejorar la eficiencia en la gestión 
pública y fortalecer vínculos entre el Estado y la 
ciudadanía, con el fin de afianzar la legitimidad. 
Sin embargo, según Hernández (2010):
tanto el diseño como la trayectoria de los me-
canismos en las últimas dos décadas han ter-
minado por desnaturalizar los fines [...] Fac-
tores como el énfasis exclusivo en la consulta, 
la explosión de normas sobre participación y 
el desconocimiento de los espacios explican el 
fracaso. (p. 89)
Respecto a los mecanismos deliberativos, se des-
tacan los encuentros ciudadanos en cada una de 
las localidades (Acuerdo 13 de 2000) y los cabil-
dos abiertos, en los que se puede participar como 
ciudadano o asociación para debatir temas prees-
tablecidos por los gobiernos, ya que usualmente 
convocan desde el Concejo Distrital o las Juntas 
Administradoras Locales ( JAL).28 Existen ade-
más múltiples espacios de carácter sectorial o en 
defensa de poblaciones específicas o de derechos 
humanos, pero los encuentros ciudadanos y las 
mesas de concertación son los únicos con carácter 
vinculante en la ciudad29.
Los presupuestos participativos se incorporan a 
la normativa en 2006 (Acuerdo 257 art. 43), y su 
alcance es muy simbólico, solo se decide un por-
centaje del presupuesto de inversión del Instituto 
Distrital de la Participación y Acción Comunal 
(IDPAC), encargado de aplicar políticas de parti-
cipación, no políticas generales para la ciudad.
Otras instancias de participación representativa 
en Bogotá son las JAL, conformadas por ediles 
28  Los ciudadanos también pueden convocar, pero para ello tiene que presentar 5000 firmas.
29  Lo cual supuso serios problemas en su viabilidad, ya que se le asignaron funciones que la 
Constitución confería a las Juntas Administradoras Locales (Hernández, 2010, 92).
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electos, vecinos y organizaciones; los Consejos de 
Planeación Local, en los que la participación no 
es abierta a todos los ciudadanos, sino a ciertas or-
ganizaciones sociales y en un esquema altamente 
complejo; los Consejos Consultivos de Ordena-
miento Territorial o Consejo Territorial de Planea-
ción Distrital, conformados por ediles miembros 
de la JAL y organizaciones sectoriales nombradas 
por el alcalde, con voz y voto.
El sistema organizativo de escala barrial son las 
Juntas de Acción Comunal ( JAC) que se crearon 
con la Ley 19 de 1958, como una organización sin 
ánimo de lucro para que los vecinos se reunieran 
en torno a las necesidades más sentidas de la co-
munidad. Aunque en principio no fue una estruc-
tura pensada para la participación urbana, muchas 
de las prioridades y acciones que se daban estaban 
relacionadas con los procesos de autogestión de 
servicios públicos, de espacios públicos y de vías 
y equipamientos en las primeras fases de afianza-
miento del hábitat autoproducido. Durante mucho 
tiempo las JAC se consolidaron, especialmente en 
Bogotá, como un motor fundamental para el de-
sarrollo urbano a escala local, y como un vínculo 
entre la comunidad y las instituciones públicas que 
apoyaban a través de subsidios. Esta situación hizo 
que proliferaran las JAC en los años sesenta, mien-
tras paralelamente se desarrollaban dinámicas cada 
vez más clientelistas. Los subsidios se acabaron 
con la Constitución de 1991 y las “JAC se vieron 
debilitadas por la orientación del presupuesto más 
hacia las JAL y menos hacia los barrios”. (Hernán-
dez, 2008, p. 61)
Otra forma de organización para la participación 
en política urbana es la de la veeduría ciudadana y 
de control social de programas del Gobierno que, 
si bien plantean ejercicios de transparencia, son 
muy minoritarios y se parecen más a un ejercicio de 
respuesta a una licitación, al estar financiados por 
gremios, medios de comunicación o universidades, 
comprometiendo la imparcialidad de la informa-
ción. Algunas veedurías ciudadanas se prolongan 
en el tiempo, y en cierto modo se agotan, pues los 
líderes dejan de asistir y el seguimiento se debili-
ta. Sin embargo, hay que reconocer que en Bogotá 
los más potentes movimientos ambientalistas, en-
focados a la defensa de áreas protegidas de escala 
regional, están vinculados a veedurías ciudadanas, 
como la de los cerros de Bogotá o la reserva Tho-
mas van der Hammen.
Los problemas a los que suele hacerse referencia 
en estos espacios están vinculados con crisis de re-
presentatividad, desconocimiento de los espacios 
de participación, dificultad para acceder a infor-
mación compleja o técnica, prácticas clientelistas 
y poca capacidad para generar procesos delibera-
tivos para la toma de decisiones con escasa o nula 
incidencia. De hecho, el tipo de participación que 
se ha promovido ha sido fundamentalmente el 
de consulta, control y seguimiento. Como afirma 
Hernández (2010), el diseño de los espacios no 
ha estado orientado a la cogestión ni al veto o a la 
disputa real en torno a las políticas públicas.
De esta forma se multiplican las instancias que, 
por la falta de concertación interinstitucional, 
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confluyen en los mismos espacios. Ello provoca 
que el perfil de la población asistente sea sesgado, 
y que se limite a líderes con aspiraciones políticas 
o a jubilados con mucho tiempo disponible. Hay 
una falta de formación en la comunidad para la 
participación y en ocasiones cooptación volunta-
ria. En la mayoría de los casos no hay claridad 
sobre los alcances previstos y en muchas ocasio-
nes estos varían en función de vaivenes políticos. 
Los funcionarios que están al frente del supuesto 
proceso de participación no tienen capacidad de 
toma de decisiones y los que sí, pueden no te-
ner interés alguno en participar del diálogo. Por 
supuesto, no se contempla el conflicto como una 
variable posible.
Ejemplos de proyectos y dinámicas participativas 
de borde en Bogotá
En los últimos 25 años, en Bogotá, se han desa-
rrollado proyectos urbanos de iniciativa pública 
en zonas del perímetro de paisaje de borde, que 
han contemplado un cierto grado de participación 
comunitaria, especialmente aquellos dedicados a 
intervenciones de mejora barrial en áreas de baja o 
nula inversión pública y, por lo tanto, de baja con-
solidación físico-espacial.
Un referente ampliamente estudiado y reconocido 
es el programa Obras con saldo pedagógico (OSP) 
que comienza en la primera alcaldía de Antanas 
Mockus, en 1996. Se trataba de un concurso pú-
blico que financiaba organizaciones comunitarias 
que querían hacer una obra de construcción o 
recuperación del espacio público. El proceso in-
cluía la capacitación en formulación y gestión de 
proyectos, así como en la administración y man-
tenimiento del espacio público. La contraparte 
tenía la obligación de aportar al menos el 5 % del 
presupuesto, aunque podía computarse en especie 
o mano de obra. El programa también limitaba la 
mano que podía contratarse de forma externa a la 
comunidad. El programa OSP fue la base de las 
OPC, que se llevaron a cabo en la alcaldía de Luis 
Eduardo Garzón (2004-2008). Las OPC tienen 
los mismos principios, aunque se depuraron algu-
nos de los procesos administrativos, y les dieron a 
las JAC más capacidad de decisión y autonomía 
para la contratación.
Figura 31. 
Acciones sociocomunitarias en la ZMPA del Chorro Colorado. Actualmente gestionado 
por el colectivo ciudadano Guakes del Zuke. Localidad de San Cristóbal, Bogotá. 
Convenio de Asociación 363 de 2015 entre IDIGER y comunidades del Chorro Colorado 
para proyecto de autogestión ambiental comunitaria. Fuente: Harold Guyaux (2019).
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Si bien en este tipo de proyectos se establece una 
estructura que permite la gestión de uso y la presu-
puestal por parte de las comunidades, los paráme-
tros de partida son tan estrictos que solo permiten 
abordar pequeñas obras con carácter resolutivo y 
práctico en terrenos de cesión, limitándolas hasta 
hacer inviable el avance de proyectos con mayor 
contenido simbólico e identitario. Además, no es 
viable la posibilidad de que a través de las obras 
se haga un cuestionamiento a la normativa urba-
nística ni tampoco de proponer un equipamiento, 
mobiliario o dispositivo, que responda a una re-
flexión más amplia y compleja de las necesidades 
del espacio público.
Los convenios de asociación ciudadana han sido 
un instrumento para habilitar espacios de diálogo 
y de colaboración más equilibrados en el marco de 
proyectos concretos. Un ejemplo reciente fueron 
las iniciativas ciudadanas con relación al cambio 
climático que desarrollaron con el Instituto Dis-
trital de la Gestión del Riesgo (IDIGER) entre 
2012-2015, y que pudieron haber sido herederas 
del programa OSP (figura 31).
Estas acciones interesan por tratarse de obras de 
mitigación del riesgo que se desarrollaban en ba-
rrios de carácter de paisaje de borde. Las obras 
incluyeron una aproximación a la mejora del espa-
cio público y no quedaron limitadas por la cartilla 
de mobiliario del Instituto de Desarrollo Urbano. 
Adicionalmente, se abordaron desde convenios 
con distintas estructuras sociales de base, como 
las JAC —muchas de ellas en asociación con co-
lectivos culturales y medioambientales—. En este 
tipo de convenios ha sido viable la exploración de 
mecanismos sostenibles de mitigación del riesgo a 
través de la bioingeniería, que ha permitido reducir 
las infraestructuras duras, aumentar la cobertura 
vegetal y fomentar un tipo de espacio público con 
híbrida identidad de paisaje de borde (figura 32).
Sin embargo, los funcionarios que encabezan estas 
iniciativas se ven sometidos constantemente a la 
revisión de los proyectos por los entes de control, a 
pesar de haber sido remarcados como experiencia 
exitosa en auditorias anteriores, pues con frecuen-
cia toda iniciativa no normalizada es sospechosa.
El mejoramiento integral de barrios (MIB) es un 
programa de intervención físico-espacial coordina-
do por la Secretaría del Hábitat, y que entra a los 
Figura 32. 
Proyecto de recuperación temprana de zonas afectadas por riesgo. Escalera/sendero 
peatonal en predios reasentados por alto riesgo no mitigable. Barrios Triángulo 
Alto y Manantial, San Cristóbal, Bogotá. Diseños: Harold Guyaux y Javier Barrantes 
(IDIGER). Convenio 136 de 2014 FDL, Alcaldía Local San Cristóbal-IDIGER. Obras: 
contrato de obra 395 de 2015, Consorcio Triángulo-IDIGER. Fuente: archivo de 
Harold Guyaux (2016).
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barrios recién legalizados, generalmente situados en 
zonas de paisaje de borde, para proveer las mejoras 
de vivienda, intervención de servicios públicos do-
miciliarios, espacio público, vías y equipamientos. 
En el marco de esta investigación el MIB tiene un 
interés especial, puesto que es el primer programa 
de inversión estatal para obras físico-espaciales tras 
la legalización de un barrio de origen informal, de 
los que comúnmente se encuentran en situación de 
paisaje de borde en Bogotá.
Si bien el programa se formula con énfasis dentro 
de los componentes político-institucional, de de-
sarrollo comunitario y físico-espacial, las acciones 
se centran casi exclusivamente en el tercer punto. 
El adelanto de experiencias, como la legalización 
de barrios del Alto Fucha en 201530 —tras más de 
30 años de limbo jurídico por la compleja situación 
relativa a su ubicación en reserva de protección con 
uso exclusivo forestal o franja de adecuación—, ha 
permitido plantear la hipótesis de que la legaliza-
ción del barrio y la cadena de intervenciones que 
han venido después han sido más excluyentes, y 
que previo a la regularización se ha fomentado más 
la segregación social que cuando permanecían en 
el limbo jurídico. Ello se debería a la imposibilidad 
de un gran sector de la población de enfrentarse a 
problemas como la posible expulsión por afectacio-
nes prediales por riesgos ‘naturales’ (López-Ortego 
et al. 2019), o la incapacidad económica de haber 
hecho frente a la normalización de los servicios pú-
30  Siete barrios conforman el nodo territorial que se autodenomina Comisión por la Defensa 
del Territorio Alto Fucha. Localidad 4, San Cristóbal, Bogotá.
blicos y, en general, a la fiscalización de impuestos 
que supone una legalización territorial.
Así mismo, se identifica una profunda dificultad 
en los programas públicos para adaptarse a las sin-
gularidades y a los potenciales locales. Por ejemplo, 
la priorización de inversión asociada al programa 
MIB en el Alto Fucha se basó en unos “talleres 
participativos de memoria barrial”, llevados a 
cabo en convenio con la Secretaría Distrital de 
Cultura. Estos talleres se centraron en cuestiones 
identitarias y afectivas, sin nombrar nunca, según 
las comunidades entrevistadas, cuál fue el objetivo 
último de estos encuentros.
Por tal razón, líderes comunitarios decidieron de-
clinar en asamblea esta inversión, ya que suponía 
demoler un equipamiento construido y gestionado 
comunitariamente cinco años atrás con la colabora-
ción del colectivo Arquitectura Expandida (2015) y 
Figura 33. 
Vista de la Casa de la Lluvia [de ideas], en el contexto de los barrios del Alto Fucha (a la 
izquierda la Cecilia y a la derecha Aguas Claras), San Cristóbal, cerros orientales de Bogotá. 
Fuente: archivo de Harold Guyaux (2013).
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la comunidad barrial la Casa de la Lluvia [de ideas] 
(figura 33), para construir uno nuevo bajo un me-
canismo de gestión. Este escenario eliminaba todo 
proceso de autogestión y gobernanza del espacio, 
pues el mecanismo de inversión pública obligaba 
una modalidad de comodato —en el caso de un sa-
lón comunal con inversión del Fondo de Desarrollo 
Local— o de licitación con una empresa operadora 
que cumpliera con una alta solvencia económica, en 
el caso de considerarse espacio cultural adscrito a la 
Secretaría Distrital de Cultura.
Además de la valoración en torno a lo trasparentes 
o no que puedan ser estos procesos participativos, 
también se cuestionan la capacidad de infantilizar a 
las comunidades con la idealización de la dinámica 
y la exclusión en el debate de elementos esenciales 
de la participación, como la definición de objetivos 
y alcances. En este caso, los poderes públicos en-
tendieron el diálogo participativo como un espacio 
de validación de lo que ya se había priorizado y, 
a su vez, las comunidades tuvieron expectativas de 
que este diálogo socio-institucional permitiera la 
implementación de un programa piloto para ges-
tión comunitaria de equipamientos públicos en el 
que respetaran sus históricos procesos de gober-
nanza espacial.
Los barrios del Alto Fucha han sido muy activos 
en procesos participativos a distintas escalas tanto 
institucionales como independientes. La inves-
tigación colectiva y de enfoque comunitario “En 
riesgo: los comunes rurbanos del Alto Fucha”31 
cuestiona si las políticas de gestión de los riesgos 
‘naturales’ en la zona corresponden a diagnósticos 
estrictamente técnicos o si están condicionadas con 
intereses urbanísticos en la zona. La investigación 
aporta tanto fuentes comunitarias (narraciones, 
documentación histórica barrial, documentación 
fotográfica y audiovisual in situ) como el análisis 
de cartografías, documentos técnicos, normativos 
y fallos judiciales; adicionalmente, pone en valor 
iniciativas de participación comunitaria indepen-
diente a través de la agricultura urbana en suelos 
de protección por riesgo resultantes de los procesos 
de reasentamiento, y que actualmente están aban-
donados y deteriorados a pesar de ser de propiedad 
pública (figura 34) y regulados por el Decreto 462 
de 2008 (López-Ortego et al. 2019).
31  Investigación-acción desarrollada principalmente por los colectivos Arquitectura Expandida 
y la colectiva Huertopía en 2019, como proyecto ganador de la beca “Bogotá vive natural”, 
del programa distrital de estímulos de la Secretaría de Cultura, Recreación y Deporte, en 
alianza con la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá.
Figura 34. 
Predios de protección por riesgo de titularidad pública abandonados. Zona Alto Fucha, 
localidad San Cristóbal, Bogotá. 
Fuente: archivo de Harold Guyaux (2018).
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Esta diversidad de escalas de aproximación permi-
te evidenciar que las comunidades articuladas, de-
viniendo movimientos sociales, tienen capacidades 
de exponer problemáticas y soluciones flexibles e 
interescalares, desde la visión regional a los im-
pactos en la escala humana y barrial, cuestión que 
presenta ciertas limitaciones burocráticas en los 
espacios estrictamente institucionales.
Para Sennet (2013):
Los burócratas no dan un paso sin haber de-
finido de antemano todos los objetivos, proce-
dimientos y resultados buscados. El suyo es un 
sistema de conocimiento cerrado; es decir, un 
sistema en el que sabes lo que estás haciendo 
antes de hacerlo y que se adapta perfectamente 
al mundo de la burocracia y del poder [...] Los 
sistemas cerrados suelen funcionar bien desde 
un principio, pero no duran mucho, mientras 
otros sistemas más complicados y de enfoque 
abierto tienen una vida más larga; en realidad 
son más sostenibles. (p.20-21)
Los sistemas abiertos presentan ciertas caracterís-
ticas comunes, como el diálogo fluido y la posibi-
lidad de adaptar el proyecto sobre la marcha, sin 
embargo, también plantean grandes retos relativos 
a la estructura de funcionamiento, el compromiso 
y autoexigencia efectiva de los participantes y la 
calidad del producto final.
Un conflicto de carácter jurídico en el desarrollo de 
proyectos para la comunidad es la inexistencia de 
una figura legal de propiedad comunitaria. Si bien 
en general lo comunitario tiene una fuerte resonan-
cia política, puede resultar retórico en la versión es-
pacial que interesa a esta investigación cuando no 
es posible aplicarle un tipo de propiedad, ya que en 
el ámbito urbano solo existe la propiedad privada o 
pública. Esto contrasta con la frecuente referencia 
a áreas ‘comunales’ del barrio por parte de líderes 
comunales, porque así está determinado en el pla-
no de loteo que dejó en su momento el constructor 
pirata que parceló la tierra.
Hoy en día, desde ciertos espacios académicos de 
docencia y de investigación, hay un alto interés por 
la participación de la arquitectura. La emergencia 
de colectivos e iniciativas, que han proliferado en el 
marco internacional tras la crisis global de la última 
década, no siempre han favorecido la inclusión de 
las formas de vida y de los códigos culturales loca-
les, pues se han fomentado intervenciones plásticas 
de alto impacto visual, pero con procesos de fon-
do metodológicamente cuestionables. En muchas 
ocasiones, generalmente en talleres de acción di-
recta con comunidades, las dinámicas académicas 
se centran más en la experiencia vivencial del estu-
diante o en lo bonito de la dinámica comunitaria. 
Las salidas de campo y sus procesos participativos 
son más una experiencia exotizan, pero a veces sin 
mayor intención de profundizar en las problemáti-
cas estructurales de los conflictos territoriales y de 
la participación, que son esenciales en el proceso 
formativo de los futuros planeadores urbanos.
Sin embargo, es importante remarcar que algunas 
alianzas, especialmente aquellas que no se ejecutan 
en el limitado marco de un semestre académico, sí 
se integran a grupos de investigación, diplomados 
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o semilleros, y que han supuesto un importante 
impulso y respaldo a movimientos sociales y ve-
cinales que ya tienen procesos de reivindicaciones 
territoriales vigentes a los que la comunidad acadé-
mica entra a apoyar. Este es el caso de estudios bio-
lógicos, ecosistémicos y cartográficos desarrollados 
para apoyar a movimientos ambientalistas del bor-
de la ciudad, como Amigos y Amigas por Cerros 
Seco (Ciudad Bolívar), la Veeduría de la reserva 
Thomas van der Hammen (zona norte de Bogotá) 
y los ya referenciados movimientos ambientalistas 
del Alto Fucha (cerros orientales, San Cristóbal).
La promoción de la imagen, propia del marketing 
de los espacios académicos y de los concursos para 
vender un proyecto, ha sido asumida en ciertos mo-
mentos y por proyectos realizados por institucio-
nes públicas. Estas promociones se obsesionan por 
mostrar renders como mecanismos de persuasión 
de intervenciones estratégicas de ciudad de alto 
impacto; no obstante, la imagen que se muestra es 
de dudosa correlación con la de la dinámica urbana, 
social y medioambiental que podría generar, puesto 
que no está basada en indicadores relacionados con 
el impacto social, sino que pretenden abordar el 
diálogo de la participación desde la manipulación 
o la terapia, utilizando las palabras de la escala de 
Arnstein. Los ejemplos son múltiples y a diversas 
escalas: renders de la nueva Casa de la Lluvia, del 
malecón del río Bogotá, del Sendero de las Ma-
riposas o de la propuesta de realinderamiento de 
la reserva Thomas van der Hammen priorizan la 
construcción de una imagen atractiva por encima 
de la inclusión de mecanismos sociales, organizati-
vos o culturales, y también del debate científico en 
torno a cuestiones ecosistémicas.
Un ejemplo de propuesta institucional basada en 
la imagen, y que se presenta como altamente par-
ticipativa, es la recurrente inversión en pintura de 
fachada de barrios de origen informal con altas 
deficiencias habitacionales. En Bogotá se han de-
sarrollado varios programas, y el más reciente es el 
denominado Habitarte, en cabeza de la Secretaría 
Distrital del Hábitat y en alianza con la Secretaría 
Distrital de Cultura, Recreación y Deporte (2016-
2019) (figura 35). Sin entrar a valorar los gustos 
personales del resultado formal, y por tratarse de 
una política pública, deberían ser claros los indi-
cadores que se utilizan para justificar la reducción 
de la vulnerabilidad urbana, el aumento de la au-
toestima comunitaria o en qué nivel se ha dado la 
supuesta participación.
Figura 35. 
Programa Habitarte de la Secretaría Distrital de Hábitat, en viviendas del barrio El Dorado, 
Santa Fe, cerros orientales de Bogotá. 
Fuente: archivo de Harold Guyaux (2018).
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En cuanto a los derechos urbanos, estos se han 
abordado mayoritariamente a través de las luchas 
y reivindicaciones de los movimientos de base, 
que también han sido estigmatizados y en oca-
siones relacionados con una izquierda radical o 
guerrillera.
Torres Carrillo (2011) señala que el poder y la 
participación popular fue una reivindicación de 
organizaciones barriales y campesinas y que:
en democracias de baja calidad, como Colombia 
o México, esta demanda de participación popu-
lar fue proscrita como subversiva, por conside-
rarla un peligro para las instituciones democrá-
ticas participativas. (p. 215)
Actualmente, en Bogotá, se reconocen múltiples 
movimientos por los derechos de la mujer, la po-
blación LGBTI, afro, indígena o nuevas expre-
siones culturales. Muchos de ellos identifican el 
territorio como eje transversal en sus activismos, 
aunque son los movimientos sociales medioam-
bientales los que más interesan en el marco de 
esta investigación. Estos movimientos son los 
más fuertes en el contexto de paisaje de borde, 
son cuantitativamente relevantes y están conec-
tados entre sí. Adicionalmente, en sus agendas se 
encuentran temas como la oposición a políticas 
neoliberales de recalificación de suelos de reserva 
a urbanizables, la preservación de áreas agrícolas 
en zonas cercanas a la ciudad, la denuncia del ex-
tractivismo urbano ilegal y sus impactos, la falta 
de gestión de los residuos y la contaminación y 
relleno de estructuras hídricas, entre otros.
Aunque históricamente se han producido friccio-
nes entre colectivos medioambientales y vecinos de 
barrios situados en zonas de valor medioambiental, 
cada vez son más los movimientos articulados que 
pretenden presentar propuestas interesantes por la 
cercanía disciplinar de ambas problemáticas: Tal es 
el caso de los cerros orientales de Bogotá, donde 
se encuentran la propuesta de ecobarrios y los pla-
nes de mejoramiento integral de barrios diseñados 
desde colectivos barriales para la franja de adecua-
ción de los cerros orientales de Bogotá. En las pro-
blemáticas que afectan al sur de la capital, se en-
cuentran plataformas ciudadanas como Asamblea 
Sur, que exploran políticas de transición para las 
explotaciones mineras, y el relleno de Doña Juana. 
Así mismo, existen varias mesas ambientalistas por 
localidades; por ejemplo, Techotivá Ambiental, en 
la localidad de Kennedy y Bosa, que identifican 
Figura 36.
Iniciativa ciudadana de huertas comunitarias en entornos urbanos en predios 
abandonados por protección de riesgo. Acción vinculada al proyecto “En riesgo”, 
liderado por el colectivo Arquitectura Expandida y la colectiva Huertopía, en el Alto 
Fucha (localidad San Cristóbal, Bogotá) 
Fuente: archivo de Harold Guyaux (2019).
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como problemáticas las tendencias de construcción 
masiva de vivienda social en la zona y la división 
de usos urbanos y ambientales, en este caso, en re-
lación con el potencial recreacional del río Bogotá. 
En general, estos movimientos trascienden la esca-
la definida por límites administrativos y reconocen 
las problemáticas en un ámbito regional, más pro-
pio de los retos ecosistémicos, y se conectan con 
otras organizaciones de similar enfoque situadas en 
otros territorios (figura 36).
Las herramientas de trabajo de estas plataformas 
son múltiples y están enfocadas a la organización 
interna y en red con otras iniciativas. Entre las 
acciones que desarrollan se encuentran activi-
dades de denuncia como la protesta; el lobby; las 
reuniones o asambleas comunitarias o supraco-
munitarias —entre distintos barrios o territorios 
afectados por la misma problemática—; la edición 
de materiales de comunicación; la investigación o 
caracterización territorial; la articulación de dis-
tintos agentes vecinales, como los académicos o 
científicos. En muchas ocasiones se compagina 
con la acción directa, casi siempre en escalas muy 
controladas, y con la vía judicial, que ha sido un 
espacio recurrente en la reclamación de derechos, 
pero que presenta un problema de excesiva judi-
cialización de lo que debería ser la política pública.
Si se parte de la base que defiende Estalella 
(2017), de que las instituciones públicas deberían 
cuidar los proyectos de participación existentes 
más que pretender inventárselos, también debe-
rían habilitar los mecanismos burocráticos para 
que los hagan viables; por ejemplo, la revisión de 
los tipos de propiedad, la posibilidad de estable-
cer desde la institución mecanismos de comodato 
predial o los beneficios fiscales para los privados 
que lo acometan.
Para desarrollar procesos de participación socio-ins-
titucionales más integrales, es pertinente promover 
la diferenciación entre comunidades y movimientos 
sociales, aunque en muchos casos estos últimos in-
tegren a los vecinos dentro de sus sistemas organi-
zativos. Esto se debe a que los movimientos socia-
les suelen tener cierta trayectoria en lo relacionado 
con el objeto de sus reivindicaciones y, por lo tanto, 
pueden profundizar más en los debates propuestos. 
Una visión tendenciosa de la participación podría 
voluntariamente evitar los movimientos sociales y 
centrarse en individuos afines a la comunidad, esto 
con el fin de encontrar menos resistencia e incluso 
menos argumentación. Algunos movimientos am-
bientales antes mencionados afirman que esta ha 
sido una de las estrategias utilizadas por los poderes 
públicos en el marco de las audiencias ambientales, 
que es uno de los mecanismos de participación ins-
titucional ya expuesto.
Caja de herramientas (ver Anexo 1)
La propuesta de caja de herramientas pretende 
exponer una metodología de participación ciuda-
dana no cerrada, entre la pequeña y la gran escala 
y la investigación y la acción, e identificar la com-
plejidad de los actores y procesos urbanos, en la 
que el arquitecto tiene el rol de facilitador en los 
procesos con definición espacial.
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La importancia de una lectura interescalar inte-
grada lleva a proponer una caja de herramientas 
con un rasgo táctico, es decir, que permita tener 
un panorama amplio de las estrategias del poder 
urbanístico, y también flexible, que sea capaz de 
adaptarse al nivel de participación en el que los 
integrantes se sientan satisfechos y se adecuen a 
la evolución del proceso.
Esta caja de herramientas se deriva de la siste-
matización del trabajo de campo en el marco de 
los procesos desarrollados por el colectivo Arqui-
tectura Expandida, principalmente en zonas peri-
féricas de Bogotá, desde el 2010. Estos procesos 
parten de iniciativas diversas —institucionales, 
fundaciones u ONG, academias o procesos socia-
les de base— y se realizan en torno a diferentes 
repertorios de acción —autoconstrucción, auto-
gestión espacial, cartografía crítica, visualización 
de datos públicos, desarrollo de dinámicas de 
reconocimiento territorial, etc.— por lo que se 
considera un panorama amplio de posibilidades.
Los principales elementos de partida son dos: uno, 
que condiciona el proceso de diálogo participati-
vo abierto y flexible, y dos, el reconocimiento de 
agentes y alcances. Transversal a ambos elementos 
se sitúa la definición del nivel de participación en 
el que los ciudadanos deseen verse involucrados. 
Finalmente, se definen cuatro categorías de ins-
trumentos de participación que organizan las 
fichas en las que se materializa la caja de herra-
mientas.
Los agentes 
El desarrollo de la caja de herramientas se centra 
en los agentes de tipo comunitario como aquellos 
interlocutores principales, y el rol del arquitecto 
como facilitador (señalados en azul). Así mismo, 
se intentan establecer las principales categorías de 
los demás agentes con posible implicación en la 
dinámica territorial y en el proceso. Cabe destacar 
el poder judicial como uno de los agentes urbanos 
que a priori debería ser atípico, y que se encuentra 
de forma reiterada en muchos conflictos en paisaje 
de borde en Bogotá,32 (tabla 2).
Los alcances
En lo relativo a los alcances posibles del proceso 
de participación, hay una doble aproximación: cuál 
es el rol deseado de los ciudadanos en el proceso, 
en el que se hace referencia a la escala de Arnstein 
(1969), y cuál es resultado al que se pretende llegar 
en el marco de lo físico-espacial. Tal resultado po-
dría ser una construcción arquitectónica o un pro-
ceso formativo en materia de derecho urbanístico, 
que permita, por ejemplo, tener más herramien-
tas para la participación institucional. La caja de 
herramientas se enfoca en los ámbitos del diseño 
participativo, la gestión de uso y el autodiagnóstico 
(señalados en azul) (tabla 3).
32  La problemática del paisaje de borde de la reserva medioambiental de los cerros orientales, 
la de la reversa Van der Hammen, los impactos de riesgo por inundación en la posible 
urbanización en los márgenes del río Bogotá, las dinámicas extractivas de Ciudad Bolívar, 
la situación del Parque Industrial Minero y los impactos del relleno de Doña Juana son solo 
algunos de los conflictos territoriales que no han dependido de políticas públicas, sino de 
fallos judiciales.
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Agentes urbanos Categorías en los agentes urbanos Relaciones que el arquitecto debe considerar  como facilitador de procesos participativos
Comunidad
Habitantes (propietarios/no propietarios) Dentro de los habitantes y según el proyecto es posible que sea conveniente hacer categorizaciones según si son propietarios/no propietarios, franja etaria, etc.
Dentro de los propietarios o habitantes se pueden dar dinámicas propias de los privados, 
como las especulaciones de suelos formales y no formales
Líderes tradicionales JAC-JAL
Líderes emergentes
Algunos de los liderazgos emergentes podrían clasificarse dentro de los privados, como 
diferentes ONG, organizaciones sociales, instituciones educativas, etc.
Asociaciones 
medioambientales
Liderazgo emergente al que se le da mayor relevancia por considerarles muy activos 
(desde la reivindicación política, las acciones judiciales, y desde la acción, con proyectos de 
recuperación, siembra, etc.)
Instituciones Públicas
Encargadas de desarrollo urbano -Anacronismos e inconsistencias que se pueden encontrar en normas emitidas por 
instituciones con competencias urbanísticas y medioambientales
-Dificultad para hacer confluir instituciones con distintas competencias en un mismo 
proyecto
-Dificultad de interconexión entre distintas escalas de algunas de la instituciones (distrital-
local-barrial)
Encargadas de temas medioambientales
Encargadas de temas sociales-culturales
Encargada de la gestión de riesgo - IDIGER Especialmente relevante en zonas de borde
Privados Empresas constructoras/promotoras Asociaciones público-privadas como instrumentos de financiación de obras de expansión urbana y posibles limitaciones al proceso participativo
Asociaciones o instituciones
El principal objeto no es el del mercado inmobiliario, pueden ser catalizadores de población 
para el proceso (por ejemplo: colegio u ONG) o incluso los promotores del proyecto (por 
ejemplo: Universidad)




-Trabaja como facilitador del diseño participativo, pero no solo en el espacial, sino también 
en el diseño de estrategias de diálogo socio-institucional, de gestión de uso del espacio, de 
estrategias de financiación, etc.
-El reto de trabajar con equipos interdisciplinares implica que la formulación del proyecto 
sea definida por todos los perfiles participantes y por los agentes locales que intervienen
Otros
Tabla 2. 
Esquema de agentes urbanos y consideraciones. 
Fuente: elaboración propia (2016).
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Alcance de la participación Categorías Relaciones que el arquitecto debe considerar  como facilitador de procesos participativos
Información
Sobre proyectos de intervención 
arquitectónica/urbanística -Es recomendable hacer partícipe a la población de la agenda, para jerarquizar la 
información que quieren recibir
-La traducción de lenguajes técnicos es un reto que puede abordarse al traducir planos 
en maquetas y documentos administrativos o normativos en infografías
Sobre mecanismos administrativos 
o normativos que tienen que ver con 
las intervenciones arquitectónicas o 
urbanísticas.
Diseño participativo
De elementos espaciales (arquitectónicos, 
urbanísticos)
-La visita de campo u observación participante
-juegos de rol 
-dibujos de mapas-cartografías sociales 
-montaje de imágenes
-lluvia de ideas
-entrevistas y cuestionarios 
-talleres de diseño 






De elementos organizativos para gestión 
colectiva de los espacios Diseños por comités: de comunicaciones, de recursos, de gestión cultural, etc.
Autoconstrucción
Transferencia de tecnología a través del 
aprendizaje de los métodos constructivos 
y de sistemas organizativos
Mecanismos de financiación que no incluyen los honorarios de los responsables del 
proyecto
Gestión presupuestal En proyectos de instituciones públicas que incluyan este modelo
La mayor parte de ellos, vinculados a obras blandas en espacio público (ver capítulo 5). 
Incluye acompañamiento en gestión presupuestal
En proyectos de carácter independiente Implica un acompañamiento interdisciplinar que permita evaluar la viabilidad económica del proyecto, la consecución de recursos y la gestión económica de la obra
Gestión de uso Administración y mantenimiento del espacio
Implica trasferencia de capacidades en gestión colectiva y organizacional
Es necesario hacer confluir dinámicas arquitectónicas con culturales-sociales. Por ello, 
es recomendable habilitar una agenda que permita acceder a financiación y apoyo de 
instituciones (públicas o no) con competencias infraestructurales y sociales-culturales
Autodiagnóstico
Sin condicionantes Implica la priorización de unos programas, lotes y alances sobre otros
Pueden encontrarse muchas limitaciones de tipo presupuestal, predial o administrativo 
en estas. Es más viable en contexto rurales
Con condicionantes de programa o uso, 
económicos o prediales
Tabla 3. 
Esquema de alcances de la participación en arquitectura y urbanismo. Fuente: elaboración propia 2016.
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Categoría Subcategoría o dimensión Actividad/ficha
Identificación y aproximación
Aproximación al contexto social, institucional 
y privado
Identificación de agentes comunitarios
Identificación de colectividades
Diagrama actores urbanos
Primeras reuniones de acercamiento
Convocatoria
Contextualización/reglas del juego








Línea de tiempo barrial
Diagnóstico injusticia espacial
Operacional
Estudio del diálogo socio-institucional
Estudio predial (propiedad)
Estudio de afectaciones y usos permitidos
Diagnóstico predial (técnico)
Diseño de gestión
Gestión de recursos Diagnóstico de recursos
Gestión organizativa Formación de comités
Gestión espacial Memorando comodato predial
Gestión de mantenimiento
Gestión cultural Gestión cultural
Gestión de comunicaciones Gestión de comunicaciones
Taller diseño de logo
Evaluación Reuniones periódicas de autoevaluación
Diseño arquitectónico urbano 
autoconstrucción




Priorización Jerarquización y cronograma
Autoconstrucción
Fichas de montaje
Fichas de seguridad y salud
Tabla 4. 
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